Valencia tampoco tiene sedes.

Hace ya varios meses el Círculo de Economía de Cataluña realizó un informe donde se ponía de manifiesto que existía una concentración enorme de sedes de grandes empresas españolas en Madrid en perjuicio de Barcelona y que últimamente el movimiento hacia el centro se estaba acelerando con la pérdida de las sedes centrales de algunos servicios importantes. Además también se señalaba que los principales organismos reguladores (Tribuna de Defensa de la Competencia, Comisión Nacional del Mercado de Valores, Comisión Nacional de la Energía, etc.) se encontraban en Madrid. Finalmente la desaparición de los vuelos internacionales del aeropuerto del Prat y la ampliación de Barajas para poder acoger a 70 millones de pasajeros al año acababa de poner la guinda a este pastel reivindicativo. Desde la aparición de dicho documento se ha generado una corriente de opinión y bastante revuelo en la opinión pública sobre dicho tema hasta el punto de que en entrevistas recientes con el presidente del gobierno la pregunta sobre la concentración del poder económico en Madrid aparece con insistencia. Por supuesto Jordi Pujol nunca olvida en sus comparecencias públicas hacer referencia a este agravio comparativo.

Sin embargo las mismas cuestiones, pero incluso con mayor fuerza, se podrían plantear en el caso de Valencia. Si en el aeropuerto de Barcelona se han anulado los vuelos internacionales en el de Valencia durante bastante tiempo se cerró por las noches. Si las sedes se van de Barcelona en algún momento estuvieron. En Valencia ni eso. Y así se podría continuar. Esta claro que nadie quiere parecer que está suplicando unas migajas siempre en plan de víctima. No obstante sería necesario un reajuste del poder económico a nivel territorial que permitiera a otras comunidades autónomas, con un peso específico importante en el conjunto del Estado, gozar de algunas de las ventajas de las que tiene Madrid por el hecho de ser la capital del Estado. Es evidente que cada empresa es libre de fijar su sede central donde desee pero la atracción de Madrid debería poder ser contrarrestada de alguna manera por los gobiernos autonómicos. Asimismo, y al igual como no todas las instituciones comunitarias se encuentran en Bruselas, los organismos reguladores y las instituciones importantes deberían estar más repartidas geográficamente y Valencia debería tener su cuota. De lo contrario podría darse la paradoja de contar con más agencias europeas importantes en la Comunidad Valenciana que agencias del Estado español.

Lo que resulta algo sorprendente es la escasa reivindicación que el predominio de Madrid genera entre las instituciones y confederaciones empresariales valencianas. Alguien esperaría que la Cámara de Comercio o alguna institución hubiera realizado el estudio correspondiente para la Comunidad Valenciana y dijera a la opinión pública en que situación nos encontramos también frente a Madrid. El objetivo no sería necesariamente  pedir sino más bien reivindicar la importancia de nuestra comunidad y que se tuviera en cuenta en decisiones futuras. Y es que, por suerte o por desgracia, quien no llora no mama.

La Universidad de Valencia y las primeras elecciones LOU

La Universidad de Valencia será la primera en aplicar la nueva normativa electoral para elección de rectores derivada de la nueva Ley Orgánica de Universidades, en vigor desde hace dos semanas. El 26 de febrero, fecha de la votación, están llamados a las urnas 55.648 potenciales votantes, un cuerpo electoral que sólo es superado por seis ciudades de la Comunidad Valenciana lo que da una idea de su importancia. La Universidad de Valencia ha aprobado adecuar el procedimiento a la nueva ley “obligada por imperativo legal”. Tiene bastante gracia que para la universidad las leyes aprobadas por el parlamento tengan que aplicarse por imperativo legal. ¡Cómo cualquier otra ley! Por suerte en una democracia las leyes están para cumplirlas y no para plantearse si cumplirlas o no en función de que convenga. El actual rector, Pedro Ruiz, no deja de sorprender con algunas afirmaciones y juicios que deberían aparecer en el libro de las contradicciones y los despropósitos. Un ejemplo. La elección del rector será por votación directa ponderada entre los votantes de los diferentes estamentos. Con el mayor peso, el 51%, figuran los funcionarios doctores. El señor rector nos dice que el voto de los profesores funcionarios siempre vale lo mismo (51%) con independencia de que voten 10 o todos y que esto es injusto. Sin embargo olvida que las votaciones indirectas que se realizaban en el pasado tenían la misma característica en cuanto a la votación de los claustrales. Además incide donde no está el problema. La cuestión del absentismo está relacionada con las votaciones de los estudiantes y no de los profesores. Son los votos de los estudiantes los que por lo general no alcanzan ni el 10% del censo, con lo que unos pocos votos dan la representación de 50.000 electores, aunque obviamente con escasa legitimidad democrática. Además es incomprensible que se pueda calificar de “atropello” el aplicar una ley y causa estupor que se pueda tildar de poco democrático a un procedimiento de elección directa que facilita que todos los votantes de la universidad puedan decidir libremente su representante máximo sin necesidad de estar mediatizados por los estamentos a los que pertenecen. El señor Pedro Ruiz dice que la situación actual “no tiene precedentes en ningún sistema electoral”. Sin duda olvida el rector que en el mundo existen multitud de sistemas presidencialistas donde la elección se produce por un procedimiento directo. Obviamente en el caso de la universidad parece lógico que la votación debe ser ponderada por estamentos pues unos (los estudiantes) van a estar sólo cuatro años en la universidad mientras otros (los profesores y PAS) son trabajadores de la universidad y sus opiniones deben contar mucho más. ¿Se imaginan que dirían los sindicatos en cualquier empresa si los clientes decidieran sobre las condiciones laborales y el funcionamiento de la empresa? 

Sin embargo el rector Ruiz, azote y estandarte anti-LOU, no habla para nada del enorme déficit democrático que supone el excluir de las votaciones a rector a los antiguos alumnos, que son precisamente el grupo mejor preparado para valorar la formación que han recibido y la labor de la universidad. Son los ex-alumnos los que saben mejor cuales son los puntos fuertes y débiles de la formación que recibieron. ¿Por qué no han sido incluidos entre los posibles votantes? Los enormes avances de la sociedad de la información y las comunicaciones permitirían a los mismos participar en el proceso electoral incluso si ahora viven en otra región o país distintos de donde está localizada la universidad donde estudiaron. En otros países con mayor tradición democrática los antiguos alumnos tienen derecho a votar por correo y no parece que este sistema presente mayores complicaciones. No obstante parece claro que ahora en España ser “progresista” se ha convertido en el arte de utilizar la demagogia para ganar poder con los arreglos institucionales existentes, sin ninguna intención de cambiar el sistema. ¡Cómo cambian los tiempos!

